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Rodríguez Casillas, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

Comparece la Administración para el Sustento de Menores 

(ASUME o parte recurrente) para solicitarnos que revoquemos una 

Resolución emitida por el Tribunal Administrativo, Sala de Aguadilla 

el 8 de febrero de 2018. 1  Dicho dictamen, dejó sin efecto el 

establecimiento de una pensión alimentaria solicitado por la Sra. 

Lorna Roldán Quiñones, al resolver que la ASUME no adquirió 

jurisdicción sobre el señor Abner R. Lafontaine López (aquí 

recurrido) por no haber sido notificado adecuadamente del 

mencionado proceso.  

Las reconsideraciones presentadas por la señora Roldán 

Quiñones y la ASUME fueron denegadas mediante Resolución sobre 

Solicitudes de Reconsideración, emitida y notificada el 13 de junio de 

2018.  

                                                 
1 Notificada el 12 de febrero de 2018. 
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Por las razones que expondremos a continuación, se revoca el 

dictamen recurrido. 

-I- 

El 20 de febrero de 2014 la Oficina Local de Unidad 

Interestatal de la ASUME en Aguadilla, recibió del estado de la 

Florida en EEUU, una Notificación de alegación de establecimiento 

de pensión alimentaria solicitada por la madre custodio, Lorna 

Roldán Quiñones, para beneficio del hijo menor que procreó con el 

recurrido. Por ello, el 17 de marzo de 2014 la ASUME le cursó al 

recurrido la Notificación sobre Obligación de Proveer Alimentos. La 

misma le fue enviada por correo certificado con acuse de recibo a la 

dirección donde reside el recurrente: Urb. Esteves calle Sauce 1608, 

Aguadilla, Puerto Rico 00603. Según surge del acuse de recibo, dicha 

notificación fue recibida el 19 de marzo de 2014 por la Sra. Mercedes 

Pérez, abuela del recurrido y, quien vive con éste.  

No obstante, ante la incomparecencia del recurrido al proceso 

y sin que la ASUME realizara gestión alguna, el 16 de abril de 2015 

la señora Roldán Quiñones solicitó el cierre del caso por haberse 

reconciliado con el recurrido. Así las cosas, el 11 de agosto de 2015 

la ASUME notificó la petición de la señora Roldán Quiñones a la 

oficina de pensiones alimentarias al estado de Florida. 

Tiempo después el estado de Florida le envió a la Oficina Local 

de Unidad Interestatal de la ASUME en Aguadilla una nueva 

Notificación de alegación de establecimiento de pensión alimentaria. 

La misma estaba suscrita por la señora Roldán Quiñones con fecha 

del 2 de diciembre de 2016.2 Así las cosas, el 29 de diciembre de 

2016 la ASUME le cursó al recurrido —por segunda ocasión— un 

correo certificado con acuse de recibo sobre: Notificación de 

Alegación de Establecimiento de Pensión Alimentaria. La referida 

                                                 
2 Recibida el 22 de diciembre de 2016. 
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notificación le fue enviada a la misma dirección: Urb. Esteves 1608 

calle Sauce, Aguadilla, PR 00603-7700. El 17 de enero de 2017 la 

ASUME recibió el acuse de recibo de dicha notificación, la cual 

nuevamente fue recibida y suscrita por la señora Mercedes Pérez, 

abuela del recurrido. 

Conforme a la notificación antes indicada, el 30 de junio de 

2017 la ASUME llevó a cabo el proceso para establecer la pensión 

alimentaria solicitada por la señora Roldán Quiñones. Sin embargo, 

el recurrido no compareció a pesar de haber sido notificado. Así las 

cosas —y luego de considerar la prueba presentada y el contenido 

del expediente del caso— la Administradora de la ASUME emitió una 

Resolución Dictada en Rebeldía sobre Establecimiento de Pensión 

Alimentaria. En la misma, se le ordenó al recurrido a proveer una 

pensión alimentaria de $250 mensuales —efectiva al 2 de diciembre 

de 2017— para beneficio del hijo menor habido entre las partes.  

Insatisfecho, el 14 de julio de 2017 el recurrido presentó una 

Moción por Propio Derecho. Allí, le solicitó al Juez Administrativo de 

la ASUME la revisión de la Resolución Dictada en Rebeldía sobre 

Establecimiento de Pensión Alimentaria. En síntesis, alegó que se le 

hacía difícil satisfacer la pensión que le fue fijada, debido a que tenía 

que pagar otra pensión alimentaria de $118. Además, argumentó 

estar desempleado y tener dos hijos menores bajo su custodia.  

El 5 de febrero de 2018 el Tribunal Administrativo de la 

ASUME celebró una vista para atender la solicitud de revisión. A la 

misma, compareció el recurrido por derecho propio, mientras que la 

recurrente compareció representada por su abogada por no residir 

en Puerto Rico. Por su parte, el Procurador Auxiliar de la ASUME 

compareció en representación de la agencia y del mejor interés del 

menor.  

La prueba del recurrido consistió en su testimonio. Allí, 

declaró que “nunca” recibió la notificación para la fijación de la 
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pensión. Aunque reconoció que la notificación llegó a su dirección y 

que la firma en el acuse de recibo era de su abuela, adujo que no se 

enteró del procedimiento ante la ASUME, porque su abuela nunca 

le entregó la referida notificación. Añadió que ésta solía olvidar las 

cosas.  

Luego de escuchar el testimonio del recurrido, el 8 de febrero 

de 2018 dicho foro administrativo de la ASUME emitió una 

Resolución en la cual declaró ha lugar la solicitud de revisión y dejó 

sin efecto la Resolución Dictada en Rebeldía sobre Establecimiento de 

Pensión Alimentaria.3 Señaló que le parecía creíble el testimonio del 

recurrido; razón por la cual no procedía la pensión alimentaria, ya 

que la notificación no fue adecuada. Reconoció que dicha 

notificación fue enviada a la dirección del recurrido y fue recibida 

por la abuela de éste; pero, razonó que cuando se utiliza el 

mecanismo de notificación por correo certificado, resulta necesario 

que quien firme el acuse de recibo sea la persona contra la cual se 

dirige la notificación, y no un tercero, aunque resida en la misma 

dirección. Además, señaló que el recurrido tampoco se sometió 

voluntariamente al proceso, por lo que la ASUME no adquirió 

jurisdicción sobre su persona. Por último, indicó que la ASUME no 

hizo ninguna gestión adicional para tratar de asegurarse que el 

recurrido recibiese la notificación. En consecuencia, devolvió el caso 

al especialista de pensiones alimentarias de la ASUME para que 

procediese a notificar adecuadamente al recurrido. 

El 1 de marzo de 2018 el Procurador Auxiliar de la ASUME 

instó una Reconsideración en representación de la agencia y del 

interés del menor. En resumen, arguyó que el Juez Administrativo 

incidió al dejar sin efecto la Resolución Dictada en Rebeldía sobre 

Establecimiento de Pensión Alimentaria, al concluir que —ASUME— 

                                                 
3 Notificada el 12 de febrero de 2018. 
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no adquirió jurisdicción sobre el recurrido, por no haberle notificado 

adecuadamente del proceso en su contra. Por su parte, el 6 de marzo 

de 2018 la señora Roldán Quiñones también presentó una 

Reconsideración de la misma Resolución de la cual recurría el 

Procurador Auxiliar de la ASUME.4 

Acogidas las solicitudes de reconsideración, el Tribunal 

Administrativo de la ASUME citó a las partes el 10 de abril de 2018 

a una vista argumentativa a los fines de discutir las mociones de 

reconsideración. Luego de varias incidencias procesales, el 11 de 

junio de 2018 se celebró la vista argumentativa en la cual la 

recurrente compareció vía teléfono y por derecho propio, mientras 

que el recurrido no compareció, a pesar de haber sido debidamente 

notificado sobre ello. Por su parte, el Procurador Auxiliar de la 

ASUME compareció en representación del interés del menor y la 

agencia.  

El 13 de junio de 2018, el Tribunal Administrativo de la 

ASUME emitió una Resolución sobre Solicitudes de Reconsideración 

mediante la cual las denegó, y en su consecuencia, mantuvo sin 

efecto la Resolución Dictada en Rebeldía sobre Establecimiento de 

Pensión Alimentaria emitida por la Administradora de la ASUME el 

30 de junio de 2017. Reiteró que —para que se perfeccione una 

notificación mediante correo certificado con acuse de recibo—  la 

parte contra la que va dirigida la notificación debe firmar el acuse 

de recibo, y no un tercero, aunque resida en la misma dirección. 

Expresó, que el procedimiento fue iniciado en dos diferentes 

ocasiones —y en ambas— la notificación fue recibida por un tercero 

y no por el recurrido. Además, señaló que el recurrido en ningún 

momento compareció ni se sometió al proceso. Destacó, que de la 

                                                 
4 Aunque la Reconsideración de la recurrente no forma parte del apéndice de este 

recurso, su presentación surge del texto de la Resolución sobre Solicitudes de 
Reconsideración emitida por la Sala del Juez Administrativo. Véase pág. 9 del 

Apéndice III del recurso. 
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totalidad del expediente administrativo, no surgía que la ASUME 

hiciese esfuerzos razonables para intentar notificar efectivamente, 

luego de enterarse que la notificación fue recibida por un tercero. 

Por último, devolvió el caso al especialista de pensiones alimentarias 

para que procediera a notificar adecuadamente al recurrido y se 

iniciara el procedimiento para establecer la pensión alimentaria. 

Insatisfecho, el Procurador Auxiliar de la ASUME compareció 

oportunamente ante este Tribunal alegando lo siguiente: 

Erró el Juez Administrador al dejar sin efecto la Resolución 
sobre Establecimiento de Pensión Alimentaria, emitida por la 
ASUME el 30 de junio de 2017, fundamentando en que la 
Agencia no adquirió jurisdicción sobre el aquí recurrido, ya que 
el acuse de recibo no está firmado por éste y sí por su abuela, 
Sra. Mercedes Pérez, quien reside con él en la misma 
dirección. 
 

-II- 
 

A. Debido proceso de ley procesal y la notificación 

 
El debido proceso de ley en su vertiente procesal establece una 

serie de garantías mínimas que el Estado debe proporcionar a los 

ciudadanos al afectarles su vida, libertad o propiedad; derechos que 

han sido reconocidos en nuestra Constitución y ordenamiento 

jurídico como fundamentales.5 El debido proceso de ley exige que el 

método de notificación utilizado sea uno que le ofrezca al 

demandado una probabilidad razonable de conocer que existe una 

reclamación en su contra.6  El emplazamiento o citación constituye 

el mecanismo procesal mediante el cual se notifica la parte 

demandada de la pendencia de un procedimiento en su contra y 

comparezca a defenderse, de así desearlo. 7  Se trata del paso 

inaugural para que se adquiera jurisdicción sobre su persona y 

quede obligado por el dictamen que eventualmente se emita.8  

                                                 
5 Art. II, Sec. 7, Const. E.L.A., LPRA, Tomo I; Álamo Romero v. Adm. de Corrección, 

175 DPR 314, 329 (2009).   
6 Lucero v. San Juan Star, 159 DPR 494, 512-513 (2003). 
7 Global Gas, Inc. v. Salaam Realty Corp., 164 DPR 474, 480 (2005). 
8 Id., pág. 480. 
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Cabe señalar, que la inobservancia de los requisitos relativos 

al proceso de notificación, produce la nulidad de la sentencia o 

resolución por falta de jurisdicción sobre la persona del demandado, 

por lo que se exige su cumplimiento estricto.9 En otras palabras, si 

no se emplaza o notifica conforme a derecho, la sentencia o 

resolución dictada será inválida y no podrá ejecutarse.10  

B. El emplazamiento 

Es sabido que el emplazamiento diligenciado personalmente 

es el método clásico y más apropiado para notificar, pero existen 

ocasiones en que su utilización no es posible o práctica y el uso de 

otros medios —como la notificación por correo certificado— satisface 

las exigencias del debido proceso de ley.11  

Cuando el demandante cursa la notificación por correo debe 

cumplir con el criterio de enviarla a una dirección que esté 

razonablemente calculada —dentro de las circunstancias 

particulares del caso— para dar aviso al demandado del 

procedimiento en su contra. 12  De cumplir con lo anterior, la 

notificación se entiende efectiva, aunque la parte a la que se dirija 

no la reciba físicamente o reclame que no la recibió, por tener otra 

dirección.13  

Se cumplen con los criterios sobre el cálculo razonable 

cuando: (1) la notificación se dirige y es enviada por correo 

certificado a la última dirección conocida del demandado; (2) consta 

la entrega de la notificación por parte del sistema de correos a la 

dirección a la que fue remitida, junto con un aviso sobre la 

disponibilidad del requerimiento al destinatario, y (3) no se recibe 

una respuesta afirmativa de parte de este último.14 En ese sentido, 

                                                 
9 Ibíd.  
10 Lucero v. San Juan Star, supra, págs. 507-508.   
11  Granados v. Rodríguez Estrada II, 124 DPR 593, 610 (1989); Rodríguez v. 
Nasrallah, 118 DPR 93, 99 (1986). 
12 Rivera v. Jaume, 157 DPR 562, 577, 580 (2002). 
13 Id., pág. 579. 
14 Id., págs. 577-579.  
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“[u]na dirección postal puede cumplir perfectamente con el requisito 

de razonabilidad”.15  

C. Ley de Sustento de Menores 

La Ley Orgánica de la Administración para el Sustento de 

Menores, Ley Núm. 5 del 30 de diciembre de 1986, según 

enmendada, conocida como la Ley de Sustento de Menores, establece 

un procedimiento administrativo expedito para que de manera 

rápida se pueda fijar, modificar, revisar y hacer efectivas órdenes de 

pensiones alimentarias dentro de los parámetros de tiempo 

establecidos en la legislación y reglamentación federal aplicable y 

que garantice el derecho a un debido proceso de ley para las partes 

afectadas.16  

Para lograr esos propósitos, fue creado el Reglamento del 

Procedimiento Administrativo Expedito de la Administración para el 

Sustento de Menores (ASUME), Reglamento Núm. 7583 del 10 de 

octubre de 2008, (Reglamento de la ASUME).  En específico, la Regla 

7 de dicho reglamento establece que en todos los procedimientos 

ante la ASUME se salvaguardarán los derechos de: notificación 

oportuna de la alegación presentada; presentación de evidencia; 

evaluación imparcial, a que la decisión que se tome esté basada en 

prueba sustancial del expediente; derecho a solicitar la 

reconsideración de la decisión administrativa así como a revisión 

judicial posterior y a estar representado en todas las etapas del 

procedimiento por un abogado.   

Las Reglas 11 y 12 del Reglamento de la ASUME provee el 

remedio administrativo para que una parte pueda requerir que se 

establezca, modifique, revise o se haga efectiva una pensión 

alimentaria. Una vez presentada una solicitud de alimentos, se 

                                                 
15 Id., pág. 578. 
16 8 LPRA sec. 501 (27). 
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procederá a notificar al alimentante de la correspondiente alegación 

de obligación de proveer alimentos; advertencias y derechos que le 

cobijan, conforme a lo establecido en la Sec. V, del Art. 11 de la Ley 

de Sustento de Menores,17 y en la Regla 23 del Reglamento de la 

ASUME.  

Al respecto, la Regla 23.1 del Reglamento de la ASUME 

establece las formas de notificación de alegación a la persona no 

custodia en los casos de establecimiento, modificación o revisión de 

una pensión alimentaria. A saber:   

A. La notificación de la alegación para establecer, modificar 
o revisar la orden de pensión alimentaria le será enviada 
a la persona peticionada por correo certificado con acuse 
de recibo o le será entregada personalmente. Dicha 
notificación, se le enviará a la parte peticionaria y a su 
representante legal, de haberlo, mediante correo 
ordinario. 

B. En los casos en los que la parte peticionada no pueda ser 
notificada por los medios antes mencionados, debido a 
que, a pesar de haberse realizado los esfuerzos 
razonables de localización no pudo ser localizada, el 
empleado a cargo del caso le solicitará al Administrador 
que se le notifique a la persona peticionada a través de la 
publicación de un edicto en un periódico de circulación 
general en Puerto Rico. 

C. En los casos en los que la persona peticionada resida 
fuera de Puerto Rico, la notificación se hará de 
conformidad con lo establecido en el Capítulo 5 de este 
Reglamento. 

 

D. Revisión judicial de determinaciones 
administrativas. 

 
Nuestro Tribunal Supremo de Puerto Rico reiteradamente ha 

señalado que una vez una agencia ha promulgado un reglamento, 

éste tiene fuerza de ley, por lo que, está obligada a respetarlo y seguir 

el procedimiento que contiene. Por esa razón, las agencias 

administrativas están obligadas a observar estrictamente las reglas 

que ellas mismas promulgan. 18  Ciertamente, las reglas o los 

reglamentos son expresiones de aplicación general que interpretan, 

implantan o prescriben la ley o la política pública. Para todos los 

                                                 
17 8 LPRA sec. 510(B).     
18 T-JAC, Inc. v. Caguas Centrum Limited, 148 DPR 70, 81 (1999).   



 
 
 
KLRA201800348 
 

 

10 

efectos, las reglas o los reglamentos promulgados por la agencia 

tienen la misma fuerza vinculante que la ley, habida cuenta que 

determina derechos, deberes u obligaciones de las personas o los 

individuos sujetos a la jurisdicción de la agencia.19  Además, es 

norma reiterada en nuestro ordenamiento que las decisiones de las 

agencias administrativas gozan de una presunción de regularidad y 

corrección.20  

No obstante, la intervención judicial en las determinaciones 

administrativas debe ocurrir cuando la agencia haya actuado de 

forma arbitraria, ilegal o irrazonable. En esas circunstancias, cederá 

la deferencia que merecen las agencias en las aplicaciones e 

interpretaciones de las leyes y los reglamentos que administra.21  

Conforme lo ha interpretado nuestro Tribunal Supremo, la 

revisión judicial de este tipo de decisiones se debe limitar a 

determinar si la actuación de la agencia fue arbitraria, ilegal, 

caprichosa o tan irrazonable que constituyó un abuso de 

discreción.22 Por tanto, nuestra función se circunscribe a considerar 

si la determinación de la agencia es razonable, ya que se persigue 

evitar que el tribunal revisor sustituya el criterio de la agencia por 

el suyo.23 De manera, que cuando un tribunal llega a un resultado 

distinto al de la agencia, debe determinar si la divergencia es a 

consecuencia de un ejercicio razonable y fundamentado de la 

discreción administrativa, ya sea por la pericia, por consideraciones 

de política pública o en la apreciación de la prueba.24 En conclusión, 

el tribunal solo podrá sustituir el criterio de la agencia por el propio 

                                                 
19 Hernández Chiquez v. FSE, 152 DPR 941, 951 (2000). 
20 González Segarra et al. v. CFSE, 188 DPR 252, 276 (2013). 
21 Rolón Martínez v. Superintendente de la Policía, 2018 TSPR 157, 201 DPR ___ 

(2018). 
22 Mun. de San Juan v. CRIM, 178 DPR 163, 175 (2010). 
23 Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 728 (2005). 
24 Id., pág. 729. 
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cuando no pueda encontrar una base racional para explicar la 

determinación administrativa.25 

-III- 

En síntesis, el recurrente plantea que el Tribunal 

Administrativo de la ASUME incidió al dejar sin efecto la pensión 

alimentaria al determinar que el recurrido no fue debidamente 

notificado cuando su abuela —quién vive con él— firmó el acuse de 

recibo de la notificación enviada por correo certificado. 

De los hechos reseñados no hay controversia que la dirección 

en la Urb. Esteves calle Sauce 1608, Aguadilla, Puerto Rico 00603, es 

donde el recurrente recibe —de ordinario— su correspondencia. 

Tampoco hay controversia que la señora Mercedes Pérez, abuela del 

recurrido —y quien vive con éste— recibió y firmó el acuse de recibo 

de la notificación en este caso. Por lo tanto, la única alegación que 

el recurrido expresa para excusar su incomparecencia a la vista que 

le impuso una pensión alimentaria es que: a su abuela se le suelen 

olvidar las cosas. 

En primer orden, ni la ley ni el reglamento aplicable 

impide que la notificación —que se haga mediante correo certificado 

con acuse de recibo— sea recibida y firmada por una tercera 

persona. Tampoco exige que dicho acuse de recibo debe ser firmado 

exclusivamente por la persona contra la que va dirigida la 

notificación. Como indica nuestro Alto Foro: la notificación se 

entiende efectiva, aunque la parte a la que se dirija no la reciba 

físicamente o reclame que no la recibió, por tener otra dirección.26 

En segundo lugar, lo que procura la ley, el reglamento y la 

jurisprudencia citada es que la notificación sobre el proceso de 

establecimiento de pensión alimentaria sea cursada a una dirección 

razonablemente calculada. Como expusimos, se cumplen con los 

                                                 
25 Hernández Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592, 616 (2006). 
26 Rivera v. Jaume, supra. 
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criterios de cálculo razonable cuando: la notificación se dirige y es 

enviada por correo certificado a la última dirección conocida; consta 

la entrega de la notificación por parte del sistema de correos a la 

dirección a la que fue remitida, junto con un aviso sobre la 

disponibilidad del requerimiento al destinatario; y, no se recibe una 

respuesta afirmativa de parte de este último. Conforme a los hechos 

de nuestro caso, la notificación se dirigió a la última dirección 

conocida vía correo certificado, consta que fue recibida por la abuela 

quien vive con el destinatario, y, no se recibió respuesta afirmativa 

por parte del recurrido. Resulta claro que estos criterios se cumplen 

cabalmente en este caso. 

En tercer lugar, tampoco cabe exigir que el Administrador 

debía hacer esfuerzos razonables para notificar efectivamente al 

señor Lafontaine, una vez se entera de que la notificación fue 

recibida por la señora Mercedes Pérez, abuela del recurrido. No 

estamos ante un hecho en que nadie reclamó la notificación 

cursada, ni que conste un error en la dirección. Por el contrario, la 

correspondencia se envió a la dirección correcta y fue recibida. La 

única contención es que no le fue entregada por su abuela. 

Cabe resaltar, que de una lectura de la escueta moción por 

derecho propio que incoó el recurrido —para revisar la Resolución 

Dictada en Rebeldía sobre Establecimiento de Pensión Alimentaria—

no surge que su abuela no le entregó la notificación. Su reparo 

consistía en lo difícil que le resultaba el pago de la pensión fijada. 

En específico, adujo lo siguiente: 

“Recibí Resolución el 12 de julio y hoy 14 de julio solicito que 
se me considere ya que se me hace difícil pagar la cantidad 
de 275 [sic] con 25 [sic] de recargo ya que tengo otra pencion 
[sic] de 118 y dos hijos bajo mi techo y estoy desempleado.”27 
 

Ahora bien, en la vista de revisión ante el Juez Administrativo 

el recurrido alegó sin más detalles —y el foro administrativo le 

                                                 
27 Véase, Moción por Derecho Propio, a la pág.43 del apéndice. 
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creyó— que su abuela no le entregó la correspondencia porque solía 

olvidar las cosas. El juzgador le dio entera credibilidad sin 

considerar los criterios esbozados en la ley, el reglamento y 

jurisprudencia que determinan lo que constituye una adecuada 

notificación. Al no hacerlo, abusó de su discreción.  Nótese que la 

Regla 23.1 del Reglamento de la ASUME contempla dos tipos de 

notificación: por correo certificado y mediante entrega personal.  Lo 

anterior, permite concluir que la notificación mediante correo 

certificado, en la medida que se diferencia de la notificación por 

entrega personal, admite como válida la notificación aun cuando no 

se reciba directamente por el alimentante. 

En fin, el foro administrativo actuó irrazonablemente al 

determinar que se procediera a notificar adecuadamente al 

recurrido y se iniciara el procedimiento para establecer la pensión 

alimentaria. Por lo que revocamos la Resolución recurrida. 

-IV- 

 Por los fundamentos expuestos, se revoca la Resolución 

recurrida y se devuelve el caso al foro administrativo para la 

continuación de los procesos. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


